Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 24 minutos) 


Damos la bienvenida al señor Ministro de Economía y Finanzas y al contador David Eibe, quienes van a ayudarnos en la 
consideración del proyecto de reactivación de los sectores productivos y concreción de proyectos de inversión que esta Comisión 
ya ha comenzado a analizar e, incluso, ha votado varios artículos. Luego de habernos dedicado la semana pasada al proyecto de 
fortalecimiento del sistema bancario, hoy retomamos esta materia contenida en el proyecto aludido. 


La presencia del señor Ministro había sido solicitada por algunos integrantes de esta Comisión de modo de conocer la posición del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO.- Es un gusto concurrir aquí para colaborar en aquello que esté a nuestro alcance. Hay muchos instrumentos a 
la hora de tratar de dar otro giro a la economía, pero concretamente en lo que plantea este proyecto de ley, sentimos que hay 
algunos aspectos relevantes tendientes a canalizar algunas situaciones. Los señores Senadores ya han analizado algunos 
instrumentos que son abiertos, mientras que otros están concentrados en ciertos aspectos como el Aeropuerto Internacional de 
Carrasco. 


Tenemos la idea de canalizar rápidamente algunas inversiones muy relevantes en la materia como parte no sólo de la necesidad de 
generar trabajo, sino de crear algunos elementos que ayuden a revertir el flujo negativo en materia de capitales que tiene nuestro 
país desde que comenzó el año. Desde ambos puntos de vista nos parece relevante. Como la Comisión tuvo dos encuentros con el 
doctor Lago y, como lo señalaba el señor Presidente, ya fueron considerados algunos artículos, no quisiera hacer una exposición 
sobreabundante de aspectos que quizás ya sean conocidos por los señores Senadores y de pronto hasta estén resueltos. Quedo a 
la espera de que me orienten sobre los puntos en los que tienen interés de que expresemos algo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a hacer una brevísima síntesis de los artículos que se han considerado hasta ahora. La Comisión 
estuvo trabajando en la versión original que recibimos hasta el artículo 15 inclusive: se postergó la consideración de los artículos 1*, 
22 y 3% se votaron los artículos 4%, 5%, 6%, 7%, 9%, 10, 11 y 12; se suprimió el artículo 8% fundiéndolo con otra disposición y se 
postergaron los artículos 13, 14 y 15, que son los que refieren, precisamente, al Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


Posteriormente, se recibió un nuevo texto del Poder Ejecutivo, que enmienda algunos artículos de acuerdo con observaciones que, 
incluso, se habían formulado en la propia Comisión. Acabamos de recibirlo y tendremos que analizarlo, pero éste es nuestro estado 
de situación. 


Si el señor Ministro y los señores Senadores están de acuerdo, pasaríamos a realizar una ronda de consultas al señor Ministro, de 
modo de aprovechar su presencia aquí y satisfacer las inquietudes que puedan tener algunos señores Senadores. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que, aunque sea un poco tedioso, sería bueno ir artículo por artículo para clarificar el proyecto. 


El nuevo texto del artículo 1% enviado por el Poder Ejecutivo enmienda algunas de las inquietudes que teníamos, pero me quedan 
dos sobre las que me gustaría conocer la opinión del señor Ministro o que, por lo menos, las conozca para hacer alguna reflexión 
en los próximos días. 


La primera inquietud surgió de planteos hechos por obreros de la construcción del SUNCA, que recibimos en la Subcomisión. Si 
bien el Secretario de la Presidencia fue enfático al señalar que en ningún momento se tocaban los aspectos salariales, lo cierto es 
que, por las cuentas que ellos trasmiten, al rebajar un 50% se podría estar afectando un aspecto salarial. Entendí que el Secretario 
de la Presidencia dijo que lo que se hacía era dar un estímulo, que si había algún punto de diferencia era una especie de subsidio y 
que lo salarial no se iba a afectar. Como el Secretario no está hay incertidumbre. La voluntad del Poder Ejecutivo trasmitida hasta 
ahora era de que no se iba a tocar. Quizás habría que poner en el proyecto una frase, que la puede mandar el Poder Ejecutivo -si 
está de acuerdo con nosotros- o se puede incluir aquí. 


La segunda inquietud con respecto a este artículo la planteé en su oportunidad con mucho énfasis. Pienso que tenemos un 
problema de reactivación, de mercado. Hay muchas viviendas de este estilo en el mercado, y entonces es difícil que ahora se 
vayan a construir nuevas viviendas, aunque quizás se puedan construir a mediados del año que viene. Este incentivo puede ser 
fuerte, porque todavía el mercado no absorbió las viviendas que existen y que han sido terminadas hace poco. No pretendo 
modificarlo para las que se están construyendo, pero es difícil que se vayan a construir nuevas. 


Entonces, la pregunta que quiero realizar es si en vez de proyectar grandes inversiones -por lo que entiendo y más allá del tema 
turístico- no habría que poner un monto. Es decir, a todas aquellas obras que se construyan por un monto determinado, por ejemplo 
U$S 40.000 o U$S 50.000, se les dé un beneficio. ¿Por qué? Porque pienso que hay mucha gente, más allá de que todos 
aspiramos -independientemente de lo que pensábamos de la ley- que el tema financiero se solucione, que tiene su dinero en la 
casa y ésta puede ser una opción: volver a confiar en el sistema financiero. Ojalá que así suceda. También puede ser una opción 
que en lugar de guardar el dinero, la persona lo invierta, compre una casa y le haga reformas. 


Me da la sensación de que la reactivación puede venir por miles de decisiones pequeñas o relativamente pequeñas y no sólo por 
grandes decisiones. No necesariamente son construcciones en propiedad horizontal; quizás son reformas de casas de U$S 30.000, 
U$S 40.000 o U$S 50.000, pero al contratar a cinco o seis personas es una manera de reactivar. Es un estímulo que no es el último 
ni el principal, pero puede ser un estímulo decidir esa inversión. Por supuesto que esto habría que evaluarlo, aunque no tengo los 
números. La sensación que tengo de este 50%, es que termina reduciendo casi en un 10% la construcción. Sé que el Ministro en 
estos temas es más idóneo que quien habla; pero es un tema muy importante en la medida en que afecta a una parte de la mano 
de obra y ésta, a su vez, es una parte del total de la construcción. 


Personalmente estaría más inclinado a poner un monto y tratar de incentivar las miles de decisiones más que las decenas de 
decisiones. Esta es mi inquietud y quisiera saber qué opina el Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto voy a informar en general, pero me excuso de estos temas. Le pedí al Secretario de la 
Presidencia que se ocupara de estos asuntos, pero como está de viaje me siento en la obligación de brindar algún tipo de opinión. 


En primer lugar, hay dificultades prácticas. Es muy difícil para la Administración hacer una tasación exacta del monto de la 
inversión, y por eso creo que se ha tratado de establecer el concepto de propiedad horizontal, presuponiendo que se trata de más 
de una unidad y también en función del costo disponible. Somos conscientes de que hay un costo, en función de lo cual se dice que 
para que éste no se amplíe en demasía, hay que usar algunos criterios. 


Está claro que si estamos hablando de interés turístico nacional nos referimos a una cantidad relevante. Se usa un elemento que 
puede ser tosco, y es que cuando se destine a viviendas sea propiedad horizontal, partiendo de la base de que salvo raras 
excepciones es muy difícil encontrar una construcción unifamiliar en situación de propiedad horizontal. Existen, pero son la 
excepción que hace a la regla. 


En consecuencia, estamos hablando de más de una vivienda y, por lo tanto, en principio se supone que es una suerte de inversión. 
Naturalmente, también se encuentran situaciones donde dos familias compran un terreno y construyen sus casas en propiedad 
horizontal. 


No me niego a mirarlo. El contador me decía cómo lo sabemos con anticipación. Creo que un elemento a establecer, además de 
éstos, es un criterio de monto mínimo para tener claro que se procura atrapar inversiones. Además, hay que tener la idea de que el 
costo de esto es de cierta relevancia y no va a trepar demasiado en un momento en que, francamente, la recaudación de los 
últimos tiempos viene siendo bastante complicada. 


SEÑOR MICHELINI.- Sé de las dificultades para hablar de estos temas por parte del Ministro. Quizás al artículo hay que dejarlo tal 
cual está y agregarle un inciso final que diga "para toda la construcción que se inicie en los próximos seis meses", como forma de 
que actúe como incentivo. Entonces, para todos los que están bajo el régimen de propiedad horizontal, el beneficio será en los 
plazos que se expresa. Además, aquellos que están por tomar la decisión, que la tomen ahora, en estos cuatro o seis meses por lo 
que, al no tener que controlar, existe un beneficio para quien inicia esa obra. Lo que estoy pensando es si se puede lograr que una 
cantidad de gente tome ya la decisión de invertir y de generar puestos de trabajo. 


SEÑOR MINISTRO.- Con relación al último aspecto, ello significaría un aumento de costos porque, naturalmente, todos aquellos 
que de todas maneras hubieran tomado la decisión, ahora pasarían a pagar menos. No puedo decir que en este momento estemos 
en condiciones de hacerlo pero, de todas maneras, lo vamos a analizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a la metodología, propongo que sigamos un orden de consultas de los diversos integrantes de 
la Comisión, ya que es probable que haya Senadores que no tengan ninguna para hacer y otros sí, sobre determinados artículos 
cuyo orden no es necesario respetar estrictamente. 


SEÑOR NUÑEZ.- Con respecto a los siguientes artículos, no tengo objeciones -incluso, ya se han votado- pero quisiera hacer 
algunas consultas sobre el artículo 11. En términos generales, en dicho artículo se trata de incentivar la iniciativa privada de 
presentación de proyectos ante el conjunto de los organismos del Estado, incluyendo la más variada gama de éstos, como Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos Departamentales. En el acápite se dice que se faculta a esos organismos a 
recibir iniciativas privadas a ser ejecutadas mediante concesión, sea a impulso de parte o mediante invitación de oficio. Esto no me 
queda claro, pues puede dar lugar a otorgar una concesión a cualquier iniciativa que el Ente considere aceptable. Es decir que aquí 
estamos dando la prorrogativa de que se lleve a cabo cualquier iniciativa que un Ente considere buena, en obra pública o de otra 
forma. Por mi parte, pienso que sería bueno que las iniciativas llegaran y se evaluaran, pero que la decisión de la concesión no 
estuviera de antemano otorgada, sino que se pudiera estudiar, caso por caso, si es bueno o conveniente que se conceda. 


Este es el único inconveniente que le veo a este artículo, ya que en términos generales la promoción de las iniciativas privadas y de 
las ideas es bienvenida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro prefiere hacer comentarios sobre el artículo 11 que, dicho sea de paso, es uno de los que 
ya está votado. 


SEÑOR MINISTRO..- En realidad, esto no amplía lo que se puede dar por concesión. 


Es decir, lo que hasta ahora no se puede dar por concesión -porque no es un servicio u obra públicos- ahora tampoco se podrá 
hacer. Además, muchas veces sucede que no existe interés en algo como, por ejemplo, el Puerto de La Paloma. Durante cuatro 
años en los periódicos del mundo se publicó la noticia de que el Uruguay tenía interés en que alguien viniera a hacer algo bueno, 
sin lograr que ese alguien pusiera dinero para hacerlo funcionar. Entonces, la Administración deja de invitar, porque piensa que no 
vale la pena. 


Creo que esto, en realidad, es una forma de dar transparencia a algo que pasa en la práctica. Es decir, el día de mañana viene 
alguien que quiere hacer algo por el Puerto, habla con la Administración, propone el llamado, etcétera. De esta manera, la persona 
se presentará, dirá que hay un grupo que desea invertir y se formalizará el procedimiento. Por lo tanto, pienso que no se puede ver 
esto como que aquello que no se podía dar en concesión, oblicuamente a través de este artículo lo vamos a poder hacer. 


A pesar de que esto se votó, y contando con la paciencia de la Comisión y del señor Presidente, sugeriría revisar los porcentajes de 
relación, pues me parece mejor que la cifra del mínimo sea del 5%. Digo esto, porque puede haber muchos aspectos a tener en 
cuenta, a veces de volumen, por lo que el hecho de que exista un mínimo de 15% en una prelación de la oferta del proponente 
inicial respecto a la mejor oferta, me parece un poco excesivo. Es más; para tranquilidad del señor Senador Núñez, debo decir que 
en la Administración Central hace seis años que hay un decreto que dice esto mismo y, como se habrá visto, no ha pasado nada 
problemático ni complicado. Quiero dar la tranquilidad de que no queremos hacer más que lo que dice el texto del proyecto, es 
decir, no hay segundas intenciones. 


SEÑOR NUÑEZ.- Mi pretensión era que, de alguna forma, se expresara que las iniciativas privadas que se recibieran fueran 
pasibles de ser ejecutadas mediante concesión, ateniéndose a la normativa vigente. 


SEÑOR MINISTRO..- Eso tendría que ser resuelto por los miembros de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar que el hecho de que los artículos estén votados constituye simplemente una información, 
una formalidad que puede ser revisada en cualquier momento por la Comisión; es decir, se puede reconsiderar el artículo y ver lo 
que hay que modificar. Por mi parte, simplemente ofrezco la información acerca del estado del trabajo de la Comisión. 


SEÑOR BRAUSE.- No cabe duda de que en este artículo se persigue dar un estímulo y fomentar la iniciativa privada. Entonces, en 
ese sentido, se nos ocurre que se puede mejorar esa finalidad si, además, le damos al promotor la posibilidad de mejorar su oferta, 
cosa que no se le da con esta redacción ya que, simplemente, se pretende dar un estímulo, pero podría darse la circunstancia de 
que no alcanzaran los porcentajes establecidos quedando fuera de la competencia. En consecuencia, sugiero modificar la 
redacción de la última parte del literal f). La última frase comienza diciendo: "Si la oferta del promotor, considerando el beneficio 
respectivo," y a continuación agregaría: "no resultara ganadora, el promotor podrá recibir la adjudicación, si la iguala en un plazo 
que no excederá el plazo original que se hubiere otorgado para el procedimiento competitivo indicado en el literal de este artículo.", 
con lo cual terminaría mi sugerencia. Reitero que lo que se persigue es dar al promotor la oportunidad adicional de mejorar la 
oferta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se toman en cuenta las sugerencias del señor Ministro y el señor Senador Brause que refieren al literal f). 
Si no entendí mal, el señor Ministro propone sustituir "15%" por "5%" y el señor Senador Brause sugiere alterar totalmente el 
sentido de la última oración del literal f), reconociendo e instrumentando la instancia de una mejora de oferta que no se reconoce en 
la actual redacción. 


SEÑOR MINISTRO..- Entiendo lo que plantea el señor Senador Brause, pero sugiero atender esa preocupación diciendo que en 
caso de que el promotor -que es la hipótesis- no resultare adjudicatario pese al margen, exclusivamente podría solicitar un proceso 
de mejora de oferta, que no es lo mismo que tener el derecho de igualar la mejor oferta y que se le adjudique. 


Estamos tratando de incentivar a que la gente invierta y muchas veces hay que gastar mucho dinero para presentar un proyecto, 
porque hay que hacer estudios y demás. Por ejemplo, si a la Administración no se le ocurrió realizar un proyecto -hacer el estudio 
podría costar cientos de miles de dólares e, incluso, millones de dólares- probablemente la persona que fuera a invertir en el 
estudio dirá que desea tener cierto "handicap" para que le valga la pena arriesgar ese dinero. Sin embargo, dentro de las reglas de 
un procedimiento competitivo, aceptemos que es bueno que el promotor sienta que no siempre va a ganar, si queremos que 
también haga un esfuerzo en su oferta. 


Por tanto, creo que el punto medio entre la redacción actual y la razonable inquietud que plantea el señor Senador Brause, podría 
ser que no se trata de que se tenga derecho a igualar la oferta y a quedarse con la licitación, sino que, en caso de que no se llegue, 
se puede pedir un proceso de mejor oferta, y ahí será a suerte y verdad. 


SEÑOR MICHELINI.- Sobre el mismo punto, dejaría establecido que siendo similar, naturalmente ganaría quien tomó la iniciativa. 
Así como si se pierde se puede hacer un llamado o un mejoramiento de la oferta, a igual situación me parece que se le debería 
adjudicar a quien tomó la iniciativa. Entiendo que eso se debería establecer porque, de no ser así, ¿a quién se le adjudica? ¿Se 
hace un llamado a ofertas en esas circunstancias? Creo que en ese caso habría un premio para quien tomó la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Buscaremos la redacción más adecuada. La propuesta del señor Ministro requiere una redacción diferente 
a la que planteó el señor Senador Brause. Sin embargo, con todos estos antecedentes la Comisión reconsiderará el artículo y verá 
cuál es el mejor camino. 


SEÑOR NUÑEZ.- Mi preocupación básica en la etapa anterior de esta Comisión ha sido, fundamentalmente, respecto del artículo 
13 que refiere al Aeropuerto Internacional de Carrasco. Sé que ya ha habido algunos cambios en la redacción que todavía no he 
podido leer con detenimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En términos generales y a los efectos de una mejor lectura, quiero decir que las modificaciones aparecen 
en negrita y en bastardilla para poder ubicarlas mejor. En el caso de este artículo, incluso hay una modificación manuscrita al incluir 
los servicios de seguridad del Aeropuerto entre los que quedarían excluidos del llamado a licitación. 


SEÑOR NUÑEZ.- Comienzo por el mecanismo de creación de una sociedad anónima que crea la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. La mencionada Corporación obtiene un contrato con el Poder Ejecutivo -supongo que con el Ministerio de Defensa 
Nacional- en el que se fija un conjunto de condiciones que tienen que ver con el plazo de la concesión, con el organismo 
controlador del funcionamiento y de la calidad de los servicios que se prestan en la concesión, así como también otros aspectos a 
determinar, como ser, cuáles son los servicios que se dan a la concesión y cuáles se excluyen. 


En la primera discusión que tuvimos con el Secretario de la Presidencia, se nos manifestó enfáticamente que los servicios de tierra 
estaban excluidos, pero ahora aparecen en la modificación que envía el Poder Ejecutivo. En primer lugar, por lo que me he 
asesorado, pues obviamente no soy experto aeronáutico, entiendo que con el solo hecho de decir genéricamente "servicios de 
tierra" no todo el mundo comprende cuáles son los servicios que se excluyen. En segundo término, creemos que es bueno que la 
ley establezca el plazo, así como se hace en el contrato que existe entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la 
Corporación Nacional para el Desarrollo respecto a la Megaconcesión. Realmente, no entiendo por qué no se establece en el 
proyecto el plazo de la concesión y se deja exclusivamente librado al contrato entre esos dos organismos del Estado. 


En tercer lugar, me pregunto qué pasará al vencimiento de ese plazo. No hay ninguna cláusula en el contrato por la que éste se 
pueda prorrogar por acuerdo de partes y, al quedar vencido, se vuelve a un proceso de creación de otra sociedad anónima. 


Para ser sincero, creo que el sistema de la subasta garantiza que quien gane, que quien sea adjudicatario, seguramente sea el que 
ofrezca más, pero debe haber otro tipo de condicionamientos, en especial para otorgar en concesión una obra como la del 
Aeropuerto; debe tratarse de alguien que tenga idoneidad, conocimiento y experiencia, lo que también se tomará como garantía. 


Entonces, ¿a través de qué mecanismos se controla eso? Me refiero al momento de otorgar no sólo por el precio de la compra de 
las acciones en la subasta. 


En cuarto término debo decir que si bien existe una ley -que creo no es de este último Presupuesto, sino del anterior- que habilita al 
Tribunal de Cuentas a controlar también a los organismos públicos no estatales, de todas maneras esto no se ha llevado a cabo en 
lo que respecta a la Corporación Nacional para el Desarrollo. Por lo tanto, quisiera saber qué pasa con los controles del Tribunal de 
Cuentas en el momento de la subasta y, en una etapa posterior, qué relación tiene este Tribunal con el organismo controlador de la 
concesión, que se supone estaría en el Ministerio de Defensa Nacional. 


Estos son los criterios pero creo que, además, la ley debería especificar -no sé si ya lo he dicho- por lo menos, en dónde está 
ubicado o quién es el responsable del control de la concesión de la que estamos hablando. Se nos dijo que podía tratarse del 
Ministerio o de la Dirección Nacional de Aeronáutica; por nuestra parte entendemos que es algo que debe quedar especificado en 
la ley, a fin de que después se pueda ver cómo se exigen, a su vez, a través del Parlamento o de los organismos como por ejemplo 
el Tribunal de Cuentas, los controles sobre la concesión a dicho organismo controlador. En el caso que ya está adjudicado, es decir 
el de la Megaconcesión, se trata de la Dirección Nacional de Vialidad. Eso no consta en ninguna ley, pero sí en el contrato 
celebrado entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Mi exposición fue bastante caótica, pero espero haber planteado todas las dudas que me ofrece este artículo y las ideas que 
entiendo debería contener. 


SEÑOR MINISTRO.- Las dudas han quedado más o menos entendidas y como refieren a todo el desarrollo de la idea, tal vez lo 
mejor sea, precisamente, desarrollar la idea. 


En cuanto al diagnóstico, está claro que hoy la situación del Aeropuerto indica que hay participaciones bastante atomizadas de 
sectores privados, o sea que hay privados que construyen la pista bajo el sistema de contrato de arrendamiento de obra, privados 
que tienen concesiones de tiendas libres de impuestos, privados que mueven carga, etcétera. Lo que se percibe al mirar esa 
situación es, en primer lugar, que no hay un estímulo para que se invierta más y se mejore el Aeropuerto, porque cada uno es 
responsable de lo suyo. Entonces, se da la circunstancia de que hay un "mix" entre privados y Estado donde nadie tiene estímulos 
para que el Aeropuerto mejore. 


Vamos entonces a la propuesta. Si concentramos esos mismos servicios en un privado, en realidad no estamos cambiando en la 
práctica la situación Estado - privado, sino que lo que haríamos sería formalizarla y, al concentrarla en una sola empresa, 
generaríamos el estímulo natural para invertir. Es decir que si soy el mismo que puede invertir, el mismo que cobra una tasa porque 
bajan aviones y el mismo que es responsable en las tiendas, entonces mi interés será que bajen más aviones en el Aeropuerto y 
que éste sea más grande y mejor porque, a su vez, recaudaré por publicidad, por tiendas y por tasa aeroportuaria. 


En consecuencia, lo que básicamente se procura es cómo hacer todo esto de una forma rápida y transparente, en un país en el 
que, cuando se dan estas circunstancias, terminamos en fatigosos pleitos. Es muy difícil para un proceso natural, donde 
normalmente la Administración exige toda una serie de requisitos y la experiencia demuestra que eso genera dos o tres años de 
trámites farragosos, recursos, idas y venidas. 


Bien; entonces la idea básica, lo que se procura hacer es que, al constituir una sociedad con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, se discuta cuál es el ideal que desea la Dirección de Aeronáutica para el Aeropuerto, incluyendo la opinión de los 
Ministerios de Turismo y de Transporte y Obras Públicas, o sea la visión global del Estado acerca de qué se quiere de dicha 
terminal aérea y elaborar el contrato de concesión sobre esas bases. Ese es el punto de decisión para que después, cuando se 
subaste, se trate de cumplir con esto. 


El señor Senador Núñez preguntaba cómo asegurarse de los plazos. Creo que la idea está entre diez y veinte años; no tengo 
obstáculos en que se ponga "hasta veinte años" o "hasta treinta años". En realidad esos son los plazos usuales para el recupero de 
inversiones de cierta relevancia, y mientras más queramos que se invierta, más plazo hay que dar; eso es sencillo. Si se trata de 
una inversión de tipo más comercial, alcanza con diez años, pero si uno tiene una aspiración de un desarrollo de más largo plazo, 
como en el Aeropuerto, habría que ir al plazo usual de las concesiones, que es de treinta años. Si se quiere poner algo por decir 
que no serán cien o doscientos años, o que es para toda la vida, entonces pongamos "hasta treinta años". Estimo que se estaba 
pensando más bien en veinte años, pero veamos cómo será llegado el caso, porque eso era antes de perder el grado de inversión 
y otras cosas; tal vez hoy sea más difícil atraer capitales, y por eso digo que, entonces, pongamos "hasta treinta años". 


¿Cómo hacemos para asegurarnos que la calidad sea buena y a su vez poder subastar? El señor Senador Núñez dice que lo único 
que identifica la subasta es la capacidad de entregar dinero. En ese sentido debo manifestar que lo primero que se pide -y tal vez 
sea más importante que la oferta monetaria- son garantías. El concepto es el siguiente: para poder presentarse usted debe 
constituir una garantía elevada y, además, ofrecer un canon, un precio en subasta; se trata de una cesión del contrato donde usted 
se obliga a través de la cesión o compra de las acciones. 


En dicho contrato se establece que usted debe presentar un operador aeroportuario con experiencia a satisfacción de la 
Administración. Si nos ponemos a juzgarlo antes, pasaremos veinte años con abogados diciendo que uno es menos eficiente que 
otro y demás; si lo hacemos post oferta, al presentarse usted paga el precio, ofrece garantía y está obligado no sólo a hacer las 
obras y a mejorar el Aeropuerto, sino a lograr que en la parte operativa de coordinación se cuente con un operador con experiencia. 
Si su precio no gusta, se lo rechazará y tendrá que traer otro y si, en última instancia, no llegamos a un conjunto de antecedentes, 
usted perderá el precio de la garantía, lo que seguramente no será así. 


Por lo tanto, el tema de idoneidad se exige y se ve post oferta. Naturalmente, a pesar de ser un acuerdo entre dos entidades 
propiedad del Estado, es decir el Poder Ejecutivo y una empresa de la Corporación, al igual que en la Megaconcesión -donde se 
hizo un contrato entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la Corporación Nacional para el Desarrollo- interviene el 
Tribunal de Cuentas. Este organismo examina las condiciones de ese contrato que se celebra en sociedad entre la Corporación y el 
Ministerio de Defensa Nacional -que hace las veces del pliego de la licitación- para ver si son legales y adecuadas. Lo otro es un 
procedimiento que, si se habilita por parte del Parlamento, veremos por televisión o en directo que la persona va y oferta. O sea 


que más claro, imposible. Por otra parte, no hay mucho que controlar en una oferta pública; pero lo que sí hay que controlar son las 
condiciones del pliego, cosa que se hace a través del Tribunal de Cuentas. 


En suma, por supuesto que los organismos que hoy tienen participación, que son muchísimos en un aeropuerto, permanecen en su 
totalidad. O sea que la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica sigue manteniendo sus funciones propias, esto es, de 
control aéreo, y por supuesto que también siguen estando todos los organismos que realizan controles, por ejemplo, los 
bromatológicos, los del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, los referentes a la Policía, etcétera. 


Lo que estamos poniendo aquí es, en primer lugar, un operador que coordine toda esa actividad pública que permanece como 
hasta hoy -y esperamos que con mejor grado de coordinación- y, en segundo término, concentrar en una sola lo que hoy es un 
conjunto más o menos amorfo de empresas privadas, y con un muy buen nivel de inversión. Me ha dicho la gente de la Dirección 
General de Aeronaútica que en cualquier aeropuerto del mundo los ingresos extraaeroportuarios -o sea, básicamente publicidad y 
comercios- generan el 50% de los ingresos totales o brutos de una terminal aérea. Entonces, es ahí donde estamos buscando el 
ingreso, lo cual, finalmente, permite dar retorno a las inversiones que esperamos se realicen; y, por supuesto, la tasa aeroportuaria, 
que es la que más bien financiará la parte física, es decir, las pistas. 


Pero la mejora de todas las instalaciones básicamente se paga con una más frecuente o normal utilización de ese aspecto 
comercial, que supone la afluencia obligada de cientos o miles de personas al año, que es lo que lo jerarquiza y lo convierte en un 
punto comercialmente atractivo. 


Por lo tanto, este procedimiento, desde el punto de vista conceptual, es bastante parecido a lo que estamos haciendo con la 
Megaconcesión, en tanto que primero la Administración discute lo que quiere y luego acuerda, eso lo establece en un pliego, luego 
va a subasta y el concedente tiene un conjunto de obligaciones a cumplir. Entre ellas, un sistema de aportes de garantías y un 
precio integrado, que es lo que en la práctica nos garantiza un buen cumplimiento. 


Ese es, pues, un poco el concepto. 


Sin perjuicio de todo esto, si se quiere establecer un plazo de hasta treinta años, no tengo inconveniente; pero lo que acabo de 
exponer es el plan de lo que queremos hacer. 


SEÑOR NUÑEZ.- Si bien no pretendo hacer de este artículo un pliego de condiciones, me parece que sería bueno que algunas 
cosas estuvieran especificadas, quizá, no tan vagamente como en la redacción actual, que dice: "realizar la administración, 
construcción, mantenimiento, explotación y excluir los servicios de tierra y de seguridad". Estos serían algunos de los servicios que 
quedarían excluidos. 


Obviamente, se puede colegir que también están integradas a esta concesión las rampas, la terminal de cargas, todos los servicios 
comerciales, etcétera. Por lo tanto, el artículo debería ser un poco más explícito y no que todo quede librado a ese casi pliego de 
condiciones que implica el contrato entre los dos organismos del Estado. Esto era lo que se había hablado en la Comisión 
anteriormente y que esta nueva redacción no explicita. 


Lo otro que quiero plantear al señor Ministro es que no tengo presente que en la Megaconcesión haya participado el Tribunal de 
Cuentas. Todos sabemos que éste ha tenido dificultades para auditar a la Corporación Nacional para el Desarrollo; inclusive, ha 
habido litigios públicos en defensa de que, como se trataba de un organismo público no estatal, no debería inmiscuirse ahí. 


SEÑOR MINISTRO.- No tenga dudas señor Senador de que interviene el Tribunal de Cuentas ; lo hace porque el concedente es un 
organismo público. Repito que interviene y tuvo que intervenir porque en el contrato de concesión, en aquel caso con el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas y, en este, con el Ministerio de Defensa Nacional, el organismo central es el Estado. 


Entonces, más allá de las idas y venidas de la Corporación Nacional para el Desarrollo, interviene en el contrato de concesión 
porque el concedente es el Poder Ejecutivo, cuya intervención es preceptiva. 


SEÑOR NUÑEZ..- Creo que lo mejor sería que en el tema del seguimiento y control de la concesión en su conjunto pudiera quedar 
especificado en la ley cuál es el organismo o el Ministerio que debe realizarlos, además del control natural que el Tribunal de 
Cuentas hace de ese organismo en la Rendición de Cuentas. Lo que sugiero es especificar especialmente que una vez al año ese 
organismo presente al Tribunal de Cuentas una evaluación sobre el funcionamiento de la concesión. No sé si es posible dejar 
aclarado esto por escrito. 


SEÑOR MINISTRO.- Más allá del tema de plazos, y dado que esto se inserta en la legislación vigente, creo que están dados todos 
los controles. No puede haber dudas de que el organismo concedente es el titular del Aeropuerto, o sea, la Dirección General de 
Infraestructura Aeronáutica, que es una unidad que integra el Presupuesto, con su función propia. Ahora bien, no tengo ningún 
inconveniente en que se diga que esa Dirección informará anualmente al Parlamento y al Tribunal de Cuentas -y a todos quienes 
ustedes quieran- sobre la situación y el avance de esto, porque tiene todos los poderes del concedente. No olvidemos, por otra 
parte, que la concesión es un contrato muy usado en el Uruguay en los últimos 20 años y tiene reglas muy claras. 


En fin, si se desea información, no olviden que yo siempre estoy a favor de brindarla y, por lo tanto, no tengo ningún inconveniente 
en que se incluya una cláusula en ese sentido. Una cosa es que uno no comparta un punto de vista, y otra que no sea claro. Aquí 
las cosas tienen que estar bien claras siempre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que, en aras de buscar un acuerdo sobre un artículo importante de este proyecto de ley, 
precisamente, tendríamos que hacer un esfuerzo por contemplar estas solicitudes del señor Senador Núñez, lo cual, por otra parte, 
me parece absolutamente accesible y, además, defendible. 


SEÑOR GALLINAL.- Quería hacer alguna consideración, precisamente, sobre los temas que ha planteado el señor Senador 
Núñez referidos al Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


Creo que el artículo debe comenzar autorizando al Poder Ejecutivo y no a la Corporación Nacional para el Desarrollo. La redacción 
debería decir: "Autorízase al Poder Ejecutivo, mediante contratación directa con la Corporación Nacional para el Desarrollo, en el 


ámbito de las competencias que establece el artículo 11 de la Ley 15.785, a constituir una sociedad anónima abierta". Las 
competencias que se van a delimitar a través del objeto de la sociedad son propias del Poder Ejecutivo y no de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. Además, el propio artículo 11 de la Ley N* 15.785 establece: "La Corporación Nacional para el 
Desarrollo tendrá los siguientes cometidos:" y enumera varios. Obviamente, este proyecto de ley refiere al que se señala en el 
literal F), que dice: "Contribuir a la expansión del mercado de valores, favorecer la creación de empresas por acciones", etcétera. 


Me parece que de esa manera dejamos suficientemente claro dónde están las responsabilidades a que hacía referencia el señor 
Senador Núñez, que están en el Poder Ejecutivo. Si se le autoriza desde la ley, será una decisión adoptada por el señor Presidente 
de la República, por lo menos en acuerdo con los Ministros de Economía y Finanzas y de Defensa Nacional. De esa manera 
quedarían delimitadas las responsabilidades correspondientes, y si en el día de mañana se hace necesario ejercer los contralores 
respectivos, esto nos permitiría convocar tanto a uno como a otro Ministro para ver de qué forma se ha dado cumplimiento a lo 
dispuesto en la ley. 


Por lo tanto, el cambio en la redacción estaría referido simplemente a invertir la presentación del artículo, que diría: "Autorízase al 
Poder Ejecutivo a contratar directamente con la Corporación Nacional para el Desarrollo..." y el resto se mantendría incambiado. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Aunque eso es posible, creo que habría que redactar el artículo de otra manera. ¿Por qué? Porque la 
ley no está autorizando al Poder Ejecutivo sino a la Corporación Nacional para el Desarrollo a constituir una sociedad anónima 
abierta, y si sólo se invierte la redacción, diciendo: "Autorízase al Poder Ejecutivo, previa contratación con la Corporación Nacional 
para el Desarrollo", no se está solucionando el tema. Pienso que debe quedar clara la finalidad de este artículo 13, que es autorizar 
a la Corporación Nacional para el Desarrollo a constituir una sociedad anónima. 


Considero que habría que mejorar la redacción para solucionar algunas de las dudas que se han planteado en la Comisión, pero 
reitero que no estamos autorizando al Poder Ejecutivo, sino a la Corporación Nacional para el Desarrollo a constituir una sociedad 
anónima. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que no me expliqué bien o el señor Senador no me entendió. La Corporación Nacional para el 
Desarrollo no tiene atribuciones para explotar los servicios del Aeropuerto; quien las tiene es el Poder Ejecutivo, pero no para 
otorgar a terceros la explotación de esos servicios, sea en forma directa o a través de una sociedad. Por lo tanto, nosotros tenemos 
que autorizarlo para que esos servicios, de alguna manera, puedan ser adjudicados a terceros a través del procedimiento que nos 
propone el Poder Ejecutivo y que nosotros compartimos. 


En definitiva, vamos en busca de un artículo que autorice al Poder Ejecutivo a tomar una decisión de esas características. Después 
veremos cuál es la mejor redacción. 


SEÑOR MINISTRO.- Básicamente, el Poder Ejecutivo ha presentado este artículo para darle estado parlamentario a lo que quiere 
hacer, porque en realidad ya puede conceder. Tan es así que hubo una licitación para conceder el Aeropuerto, que fue declarada 
desierta, pero no por falta de facultades para hacerlo. 


Como bien señaló el señor Senador Gallinal, la Corporación Nacional para el Desarrollo tiene potestades para hacer esto. Tal vez lo 
único que no se puede hacer como se quiere es en materia de "free shop", que se puede licitar pero no está habilitada la subasta. 
O sea que, en términos estrictamente jurídicos, el único obstáculo es éste. 


En realidad, reitero, se ha procurado venir con nuestra verdad y darle estado parlamentario; decimos que queremos hacer esto de 
esta manera. Venimos a expresárselo al Parlamento para pedirle un respaldo explícito, porque es bueno que, cuando uno plantea 
para el país una inversión a largo plazo, los Partidos tomen posición al respecto y podamos llegar a un entendimiento. Siempre es 
bueno para un país dar esa señal. 


En materia de redacción, seguramente nos vamos a avenir a las distintas propuestas. Queríamos explicar por qué se estableció 
esto y cuál era su sentido. Más que para referirnos a la redacción, aprovechamos la oportunidad para decir cuál era la intención. 


SEÑOR CORREA FREITAS..- Siguiendo el razonamiento del señor Senador Gallinal, creo que la ley concedería dos autorizaciones: 
una primera al Poder Ejecutivo para que haga la concesión y una segunda a la Corporación Nacional para el Desarrollo a los 
efectos de que constituya una sociedad anónima. Me parece que esto tiene que quedar claro. 


(Dialogados) 


Como ya lo señaló el señor Ministro -y estoy de acuerdo con él- el Poder Ejecutivo ya está habilitado, por la Constitución y la ley, 
para hacer la concesión. De todas maneras, si el Parlamento quiere especificarlo, no hay ningún inconveniente. 


Creo que hay que tener mucho cuidado en la redacción de este artículo porque, insisto, no podemos autorizar al Poder Ejecutivo a 
constituir una sociedad anónima, ya que la que lo va a hacer es la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que estamos de acuerdo hacia dónde vamos y considero que la discusión ha servido, no tanto en aras 
de la buena redacción -que, obviamente, la vamos a necesitar- sino para aclarar cuáles son los fundamentos y el alcance que la 
decisión va a tener. Luego veremos cuál es la redacción adecuada. 


Cuando recibimos al señor Secretario de la Presidencia de la República, le planteé algo que hoy reitera el señor Senador Núñez y 
que me parece pertinente; me refiero a que sería muy importante que el artículo tuviera una enumeración taxativa de los servicios 
que van a formar parte de la concesión. 


Creo que establecidos genéricamente, no ayudan a la tarea que tenemos que desarrollar. Dejo esto planteado al señor Ministro, de 
la misma forma en que se lo habíamos señalado oportunamente al doctor Raúl Lago. Pienso que el señor Ministro va a comprender 
el por qué de este planteamiento. Además, me parece que a nosotros nos ayudaría mucho para ilustrarnos sobre el estado en que 
se encuentran cada uno de los servicios que se prestan en el Aeropuerto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera poner un coto a estas interrupciones sucesivas, porque estamos postergando la posibilidad de 
que otros señores Senadores participen del debate. 


SEÑOR COURIEL.- Por mi parte, no tengo ningún problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos tenemos derecho a participar. Aunque los señores Senadores que están anotados para hacer uso 
de la palabra no tengan inconveniente, creo que como metodología de trabajo es necesario limitar esta posibilidad. 


SEÑOR NUÑEZ.- Acepto lo que plantea el señor Presidente y sólo insumiré unos segundos. 


Quiero decir que en la Comisión se consideró que en la enumeración taxativa había que incluir especialmente el tema del control 
del tráfico aéreo, en la medida en que eso compromete la seguridad del Aeropuerto y al país en su conjunto. Obviamente, esto 
tiene que ser una responsabilidad del Estado. 


SEÑOR GALLINAL.- Una enumeración taxativa significa que deben precisarse claramente cada uno de los servicios o actividades 
que van a formar parte del objeto de la sociedad. 


Por otro lado, señalaba que me parecen correctos los plazos que se han mencionado, de veinte, veinticinco o treinta años. Me 
parece que hay que distinguir entre los plazos de la concesión y los de las obras -creo que a eso tendía la pregunta del señor 
Senador Núñez- pero en este caso no lo va a hacer la ley. Evidentemente, los plazos de las obras referidas a la construcción de 
pistas o su mantenimiento son distintos a los de la concesión en general. 


Finalmente -porque así damos a los demás señores Senadores la oportunidad de expresarse sin volver a pedir la palabra- quiero 
preguntarle al señor Ministro si no sería mejor que en la nueva redacción del artículo 1%, donde dice "las obras que habiéndose 
iniciado o estando suspendidas al 1* de julio de 2002", se dijera: "o estando suspendidas a la fecha de la promulgación de la 
presente ley". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo al señor Senador Gallinal que hay una nueva redacción propuesta por quien habla -distinta a la 
que vino del Poder Ejecutivo- que más o menos había concitado consenso y que contempla la inquietud que plantea el señor 
Senador. Se trata, simplemente, de tener en cuenta las obras en ejecución, además de los plazos que están detallados en el 
artículo 1. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: como la prensa siempre me lo pregunta, antes que nada quiero decir que no tengo ninguna 
propuesta alternativa. 


Este es un servicio público, por lo que queremos que sea del menor costo y la mejor calidad posible para los usuarios, es decir, 
para las empresas de aeronavegación y los clientes, ya sean pasajeros o de carga. El señor Ministro dice que le queremos dar toda 
la actividad a una sola empresa por lo que, de alguna manera, lo que entiendo es que vamos a tener un monopolio de la empresa 
privada. Entonces, ¿cómo hacemos para que haya competencia? Es difícil lograrlo, ya que no se va a hacer un aeropuerto en 
Rincón de la Bolsa; este va a ser el único. De lo que se trata, por lo tanto, es de que hay un monopolio y, como dice el señor 
Ministro, el 50% de los ingresos es publicidad y comercio. Considerando que se trata de un monopolio privado, que obviamente 
quiere maximizar su rentabilidad, ¿cómo hago para asegurarme de que se hagan las inversiones correspondientes al 
mantenimiento, de que se tomen todas las medidas de seguridad y no se diga, por ejemplo, que el tiempo está bien cuando no es 
así? En definitiva, ¿cómo logro que haya calidad, precio y seguridad? 


En segundo lugar, quisiera saber si existen aeropuertos, especialmente en el mundo desarrollado, donde haya una concesión de 
esta naturaleza y qué evaluación se ha hecho. Formulo la pregunta porque personalmente no conozco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya sabemos que todo lo relativo a la seguridad estaría excluido de la concesión. 
SEÑOR COURIEL.- Pero hasta el mantenimiento de la pista tiene que ver con la seguridad. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Como decía el señor Senador Núñez, habrá que detallar todo lo que queda incluido. 


SEÑOR MINISTRO.- Ratifico que todo lo significa seguridad, no sólo "strictu sensu" sino la seguridad aérea, incluido su control, 
seguirá bajo la responsabilidad jurídica de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica y se llevará a cabo directamente con 
su personal. Por eso decíamos que, en rigor, estamos sustituyendo actividades que de hecho ya están en manos privadas. 


El señor Senador Couriel dice que estaríamos frente a un monopolio; en realidad, hoy hay una sola firma que explota las tiendas, y 
eso es un monopolio. 


En la única terminal de este tamaño que tiene el país -porque tiene otras en Laguna del Sauce y en Durazno, pero la operativa real 
del tránsito internacional está en ésta- un privado tendría el monopolio, de la misma forma que ya lo tiene hoy en forma parcial, lo 
que minimiza su capacidad de inversión. O sea que, desde el punto de vista filosófico, no pienso que haya distinción; y desde el 
punto de vista práctico y real -que creo era el centro de la pregunta del señor Senador Couriel- hay una autoridad concedente que, 
por lo tanto, tiene el control. Por eso el sistema de garantías. 


Además, si el concesionario no cumple -si no hace la inversión en la pista o no ofrece las condiciones de calidad que esperamos en 
el trato de los pasajeros y de la carga- sencillamente se le rescinde el contrato. La parte neurálgica del aeropuerto, lo que hace que 
éste abra o cierre, depende del control de seguridad y del control operativo aeronáutico, que sigue estando en manos del Estado. 


Creo que alcanza con decir "seguridad", que es una aclaración que ha aportado la Presidencia como respuesta a las inquietudes 
planteadas, pero no tengo inconveniente en que se especifique que se trata tanto de la seguridad "strictu sensu" como de la 
seguridad aérea y su control. Se trata de funciones de alta responsabilidad que, teniendo personal instruido, no tendría sentido que 
quedaran fuera del Estado. 


En realidad, nos estamos refiriendo a la parte de infraestructura y comercial; no queremos alterar los controles que hace cada 
organismo sobre personas o carga, ni los controles del tránsito aéreo. Eso no está en nuestro interés en este momento, sino que lo 
que queremos es promover una gran inversión y generar una calidad atractiva. El hecho de que haya un concesionario permite 
atraer nuevas líneas de la región, ya que una empresa comercial que tiene interés en que vengan más aviones, seguramente se va 
a mover mejor que el Estado para hacer contactos con una determinada línea que hace escala en otro aeropuerto, dándole 
facilidades para que haga base en Montevideo. Naturalmente, no es un punto demasiado atractivo en cuanto a la cantidad de 
pasajeros y de carga, pero bajando costos a empresas de carga o "charter", es posible que consiga más tránsito, lo cual sería 
mejor para todos nosotros. 


En resumen, el control es el del concedente con plena capacidad jurídica, como en toda concesión. Además, está en la legislación 
básica del TOCAF y en la jurisprudencia: el concedente siempre puede retomar, en caso de incumplimiento, el control de lo 
concedido. El concedente es la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica. La Corporación funciona solamente como un 
vehículo para facilitar el trabajo, para llevar una oferta transparente y con poco litigio. Pero, entró y salió. El contrato de concesión 
se hace entre la Corporación y el Ministerio de Defensa Nacional, o sea, se va a hacer como quiera el Ministerio. Obviamente la 
Corporación, más que decirle que aclaren esto o lo otro -porque es más claro para el que va a ofertar- otra cosa no va a decir. 


Lo que hace la Corporación es proporcionar una sociedad cuyo único sentido es brindar los mecanismos para la subasta del cien 
por ciento de las acciones. Es una forma, simplemente, de identificar reglas de juego claras en un contrato que está hecho a 
satisfacción de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica y el Poder Ejecutivo, visto por el Tribunal de Cuentas y con el 
asesoramiento de la Corporación, que a lo sumo pedirá que le digan lo que entienden por mercado -que es bueno que se aclare- y 
no va a tener otro rol, porque no tiene interés propio. Después, la Corporación proporcionará las acciones y cobrará los gastos. 


Entonces, frente a la Administración queda un concedente con un contrato que la Administración entiende que es plenamente 
satisfactorio y le da todas las garantías. Como toda autoridad concedente, si el concesionario no cumple, retoma el control físico y 
jurídico de la situación, y esto es normal porque, por ejemplo, si mañana la concesionaria de la carretera a Maldonado no cumple, 
el Estado no se hace problema; rescinde y contrata otros. En este caso no hay problemas. Así como en el caso de la policía de 
tránsito, el control del transporte lo sigue teniendo el Ministerio de Transporte, Comunicaciones y Turismo, el control físico se 
retoma con mucha facilidad. En esto no tengo ninguna preocupación porque teniendo el control jurídico y la seguridad del Estado, 
lo otro -ojalá nunca se dé- es tan sencillo como el incumplimiento de quien proporciona el mantenimiento de una carretera; 
supongamos que se le hubiera dado un conjunto de tiendas porque fuera rentable para pagar la carretera. En términos reales, no 
es muy distinta la situación. En este caso no están muy concentradas y son una buena parte del valor que ayudan a que el 
aeropuerto sea menos caro y más atractivo. Es lo que se quiere explotar. Esa potencialidad que hoy está subexplotada. 


SEÑOR COURIEL.- Está bien que se pida concesión y que ese concesionario trate de traer nuevas líneas, pero eso depende de 
los precios. Por ejemplo, el precio del boleto Montevideo-Buenos Aires o Punta del Este-Buenos Aires es increíble. No recuerdo 
bien cómo se fija ese precio, pero ahí el concesionario no tiene posibilidad para atraer nuevas líneas con ese precio. 


Quisiera saber si el Ministro me puede dar información sobre lo siguiente. ¿En los países desarrollados hay un concesionario único 
y funciona bien? 


SEÑOR MINISTRO.- No tengo la información detallada, pero cuando comenzó la idea hicimos una reunión con las autoridades de 
política aeronáutica y de infraestructura aeronáutica, que por supuesto tienen todo muy claro. Fue vastísima la cantidad de gente 
que se reunió. Se ha dado lugar a construcciones muy importantes. Es probable que en muchos aeropuertos, por su inmenso 
tamaño, el tema tiendas no esté en una sola mano necesariamente. Claramente había muchos ejemplos. Si es de interés del señor 
Senador puedo pedir información de otras experiencias a la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica. 


Lo que recuerdo es que el 50% de los ingresos brutos nosotros no los estamos explotando correctamente; me refiero a la parte 
comercial. Es evidente que en un aeropuerto de este tamaño al señor que va a agrandar los salones de pasajeros, poner los 
mangones, etcétera, hay que darle la parte comercial. Es el centro real de la idea. 


En cuanto al tema de los pasajes, hay valores IATA que son nominales. Hace veinte años era un sistema cerrado en el mundo, pero 
hoy está muy abierto. Se sigue hablando de valores lATA, pero son como un dato anecdótico porque cada compañía fija su política. 
Es claro -pero eso es harina de otro costal- el tema de PLUNA-VARIG y Aerolíneas en el puente aéreo. También es claro que hay 
compañías regulares que están autorizadas -no a través del puente, sino ellas mismas- a llevar pasajeros. Deberíamos en algún 
momento fijar nuestro interés, pero eso excede al aeropuerto aunque tiene una indudable relevancia. Además, está la discusión de 
cuánto nos cuesta seguir con el tema de PLUNA-VARIG. Esa es una muyy interesante conversación que la tenemos que tener, pero 
excede el planteo. Señalo, sí, que el tema es muy importante. 


SEÑOR MICHELINI.- Notoriamente, quienes redactaron este artículo pueden ser luego los que estén redactando las bases del 
contrato y, entonces, las inquietudes que tenemos algunos señores Senadores pueden no tenerlas aquellos que piensan que eso lo 
dejan para el contrato. Ahora, independientemente de que pueda haber mecanismos que hoy puede tener el Poder Ejecutivo, de 
que se quiera hacer de una forma transparente y de que haya una decisión política que podría ser, incluso, adoptada por una 
mayoría importante, para aquellos que no somos del Gobierno surge una cantidad de inquietudes que, si bien no las podemos 
incluir en un artículo porque son de competencia del contrato, quisiéramos que se diga que el contrato va a contener algunas de 
esas cláusulas. Me refiero, por ejemplo, a la fecha, a la cantidad de años; si son veinte, veinticinco o treinta años. Es decir, que si 
se da la autorización, será hasta determinada fecha. Entonces puede ser un artículo cuya elaboración es muy tediosa, pero genera 
o quita una cantidad de inseguridades o de incógnitas que tenemos los señores Senadores. Me refiero, por ejemplo, a que es cierto 
que a nivel mundial el 50% de la parte comercial son las entradas del que explota el Aeropuerto. 


Actualmente, las actividades que están privatizadas exceden ese porcentaje porque están incluidos los servicios de tierra, los que 
no están estrictamente vinculados con el tema comercial. Además, éstos se dejarían expresamente afuera para que exista 
competencia y que las aerolíneas no se vean cautivas. Entonces, para que las aerolíneas no se encuentren cautivas es que se 
manifiesta que deberían existir en el contrato determinadas cláusulas -quizás establecido por ley- que lo garanticen; y lo mismo 
debería darse con respecto al usuario. Por lo tanto, debería establecerse que la tasa de embarque no será superior a la tasa 
promedio de los aeropuertos de la región o que embarcar en la Argentina, llegando hasta allí por cualquier otro medio que no fuera 
el aéreo. 


Tampoco terminará siendo más barato, porque en nuestro país la compañía termina jugando no a desarrollar el aeropuerto, sino a 
mantener al usuario cautivo para poder sacar provecho de ello. Si tuviéramos muchos aeropuertos en la zona para poder embarcar, 
quien venga a tomar a su cargo nuestro aeropuerto tiene que hacerlo con la intención de transformarlo en uno altamente 
competitivo; pero como hay un porcentaje de usuarios que necesitan el aeropuerto, podría darse la situación de que quien esté a 
cargo de él decida hacer el mínimo de inversiones y sacar provecho de los cautivos. Y como los cautivos no se pueden ir, 
proponemos poner algunas cláusulas en el contrato que eviten que eso suceda. Por supuesto que éstas deberán estar en el 
contrato, pero el Legislador debe exigir que ellas existan. ¿Cuáles serán? No lo sé. Posteriormente se establecerá un plazo que 
podrá ser de dieciocho, veinte, veintitrés o veinticinco años, pero si se establece un máximo sabremos cuál es el límite de la 
concesión. Por eso creo que es importante exigir que exista una cláusula en el contrato por la que se diga cuál es el máximo de 
tasa que tendrán que pagar los usuarios. En este sentido, pienso que habría que hacer un promedio. 


También tendrían que estar detalladas las entradas; por ejemplo, hoy el Aeropuerto Internacional de Carrasco tiene una entrada 
que corresponde al número de aviones que sobrevuelan el territorio nacional, que, naturalmente, no será una entrada para el 
Aeropuerto si éste está en concesión. 


Hay otros aspectos que me parecen cruciales como, por ejemplo, que muchas aerolíneas tienen como terminal los aeropuertos de 
San Pablo, Porto Alegre o Buenos Aires y trasladarse a Montevideo les implica grandes costos porque los aviones no van llenos; 
pero si tuviéramos lo que se llama tasa de parking o estacionamiento final de línea -que siempre es el de máxima obra- muy barato, 
algunas aerolíneas podrían decidir tomar como terminal al Aeropuerto de Montevideo ya que cuando vuelven a salir tienen mayor 
cantidad de horas y, por lo tanto, tienen estacionados sus aviones en un lugar muy barato. Se podrá decir que quien logre la 
licitación o subasta seguramente deberá hacer eso, lo que parecería lógico; pero si juega a la otra modalidad, a la de los cautivos, a 
los aviones que tienen que terminar en nuestro Aeropuerto, se les cobrará una determinada cifra, y si viene uno más o no, es parte 
del jugar al mínimo esfuerzo. Como estamos hablando de un aeropuerto que se encuentra muy lejano, esto podría darse. 


Incluso se me ocurren otras posibilidades, como que el Estado uruguayo, junto con la empresa ganadora de la concesión, podría 
hacer acuerdos puntuales para lograr estimular la decisión de que más aviones lleguen hasta aquí. También podría darse algún 
acuerdo en el caso de que carguen combustible para, por ejemplo, trasladar el costo del estacionamiento a estos aviones. 


Surgen algunas iniciativas que me parece deberían tomarse en cuenta, y si bien no pueden establecerse en el contrato ni, 
obviamente, en el articulado, sí podría exigirse que en el contrato se establecieran cláusulas que las contemplen. Una de ellas, por 
ejemplo, tiene que ver con la posibilidad de que si el concedente incumple el contrato, no solamente éste quede sin efecto, sino que 
existan cláusulas que permitan realizar un rescate. Digo esto porque si quien tiene la concesión hace todo bien pero juega al 
mínimo esfuerzo porque tiene una porción de pasajeros cautiva, el Estado uruguayo podría determinar que desea otra cosa del 
Aeropuerto y que si bien no puede decir que se estén incumpliendo las cláusulas acordadas, se están perdiendo algunas 
oportunidades. Por lo tanto, esa cláusula de rescate sería fundamental. Entonces, si el concedente sabe que existe dicha cláusula - 
adelanto que no la puedo imaginar o ponerla por ley- también es consciente de que si va a jugar al mínimo esfuerzo la licitación 
podrá volver a realizarse o que se podrán poner otras bases. 


Creo que deberían existir mecanismos que establecieran que si se juega a tener cautivos -porque, en definitiva, se trata de un 
monopolio- el Estado podría deshacerse del concesionario aun cuando no haya incumplido el contrato. Por lo tanto, en la ley se 
podría establecer que el contrato debería tener una cláusula de rescate. 


Estoy imaginando cosas que no tienen como finalidad intervenir en el contrato, sino poner de manifiesto la necesidad de que éste 
ofrezca algunas garantías que, por lo menos, a algunos Senadores nos gustaría que existieran. Además, agrego que en lo que 
tiene que ver con la seguridad, podrían darse situaciones por las cuales el Estado tuviera que tomar el control absoluto del 
Aeropuerto por 24 ó 48 horas, por ejemplo, por razones de seguridad -no ya de operativa- en el caso de que en nuestro país 
hubiera una cumbre de Presidentes. Pienso que hay algunos puntos que deberían estar contemplados en el contrato, como puede 
ser el tema de la seguridad, porque estamos hablando de una terminal aérea en la que no podemos imaginar todas las hipótesis de 
trabajo que podrían darse, como, por ejemplo, un avión secuestrado que obligue a desarrollar un tipo de seguridad que tome el 
control en todos los aspectos. 


Aclaro que estoy hablando de situaciones muy excepcionales, pero que deberían estar previstas en una serie de cláusulas del 
contrato. Seguramente, estos aspectos ya estén en la cabeza de quien tiene que hacer el contrato, pero como nuestra potestad es 
hacer o aprobar los artículos, destaco que deberían estar en el mismo. 


SEÑOR MINISTRO.- Como todos entenderán, en la ley no se pueden establecer precios. En mi opinión, esa situación no se puede 
dar aunque no tengo dudas de que en San Pablo o Río de Janeiro -donde son tres veces más altas que las uruguayas- sí puede 
suceder, y así ocurre. 


Ahora bien, como nos encontramos a cien millas de un aeropuerto diez veces más grande que el nuestro, con el que estamos 
conectados ampliamente por vía fluvial y terrestre, no podemos abusar de la tasa. Sobre todo no se puede abusar de la tasa 
aeroportuaria porque perderíamos todos los pasajeros. 


Cabe aclarar que en el contrato se fijará la tasa y la mecánica de ajustes. En cuanto a la tasa, será más o menos del orden de lo 
que está actualmente. Debemos tener en cuenta la situación en que nos encontramos, en la cual el aeropuerto más importante es 
Buenos Aires y el nuestro es un aeropuerto "feeder". Además, si nuestros costos son superiores, los pasajeros tomarán el ferry o el 
ómnibus y se irán directo hacia Buenos Aires, porque como el pasaje aéreo para cruzar hasta allí ya es caro, si el aeropuerto 
también lo es, tendremos una terminal vacía. Seguramente, el concesionario que hará una fuerte inversión y la quiere rescatar, no 
cometerá esa circunstancia. 


Insisto que si nuestra terminal estuviera a dos mil kilómetros de un aeropuerto internacional como puede ser el de San Pablo o de 
Río de Janeiro, la preocupación sería totalmente legítima y compartida. Aclaro que personalmente también tengo esa preocupación 
pero disminuida, por la situación de que en realidad la mayoría de las compañías no traen sus aviones principales a Montevideo, 
sino que mandan un avión alimentador para completar el principal en Buenos Aires; y si todavía frente a este hecho la operación 


del aeropuerto es cara, terminarán haciendo como Alitalia que ni siquiera venía a buscar los pasajeros, sino que salía directamente 
desde Buenos Aires. 


Pienso que económicamente no es posible que se produzca un abuso predominante, tal como lo ha manifestado el señor Senador 
Michelini. Entiendo que su preocupación es legítima pero la circunstancia tan especial de la realidad de nuestro aeropuerto - 
comparada con la de otros, sin perjuicio de que tenemos otro aeropuerto alimentador al de Buenos Aires, que es el de Punta del 
Este, que podría ser otro punto emisor de tránsito- hace que no sienta la necesidad de agregar mucho más en el artículo. Por lo 
tanto, la situación del mercado aliviana mi preocupación con respecto al tema que señalaba el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: con relación al artículo 1% no me quedó claro si podría haber un descuento para los 
trabajadores cuando le van a pagar el salario vacacional o el aguinaldo, o si eso quedaría a costo de la Administración, del Banco 
de Previsión Social. 


SEÑOR MINISTRO.- Claramente, esto no altera los derechos del trabajador. 


SEÑOR MICHELINI.- La segunda consulta tiene que ver con la refinanciación de multas y recargos de aportes personales prevista 
en el artículo 4%. Advierto que no sé si mantiene esa numeración en el nuevo texto remitido por el Poder Ejecutivo. Mi inquietud está 
relacionada con el tema del aporte unificado. 


El Banco de Previsión Social no paga los salarios vacacionales y los aguinaldos a los trabajadores hasta que no recibe los aportes. 
Cuando una empresa se retrasa y luego paga al Banco de Previsión Social con multas y recargos, el trabajador cobra el salario 
vacacional o el aguinaldo, aparentemente sin reajuste. Obviamente, ese no es tema de este proyecto de ley. Mi duda surge porque 
ahora lo cobraría en cuotas y debemos tener en cuenta que seguramente la inflación será más alta que la que hemos tenido en los 
últimos tres años. Entonces, en lo relativo a los aportes unificados, no sé si se va a pagar la cuota parte correspondiente ... 


SEÑOR MINISTRO.- Disculpe que lo interrumpa, señor Senador, pero confieso que tenía la impresión de que el aporte unificado no 
iba a estar en este proyecto. A mi juicio, no debería estar incorporado, justamente, para evitar ese tipo de problemas. 


En consecuencia, pienso que directamente se podría excluir el aporte unificado de este tipo de facilidades. Naturalmente, el 
Senado tiene la iniciativa pero sugeriría excluir los aportes de la construcción, tal como se ha hecho en otros procesos de 
facilidades. Habría una segunda alternativa que si el señor Presidente lo autoriza, explicaría el contador Eibe. Por último, deseo 
decir que es correcta la crítica que formula el señor Senador Michelini. 


SEÑOR EIBE.- En este momento se me ocurre otra solución. En la medida que la parte de aportes personales se debe pagar al 
contado, podrían incorporarse también las partidas salariales en esa obligación, con lo que no se incluiría en el régimen de cuotas. 
El artículo 4% dice que las empresas que sean deudoras de aportes personales por dependientes ante el Banco de Previsión Social, 
devengados al 31 de mayo de 2002, deben pagar el monto de la obligación al contado. En el régimen original, esa obligación en el 
régimen general corresponde a los aportes personales. Insisto, se podrían incluir las partidas salariales de modo que no se difiera 
el plan de cuotas, si es que se quiere incluir este sector en el programa de refinanciación. Como se decía, la otra alternativa -que 
de pronto es la más sana- es que quedara excluido el aporte unificado. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no soy partidario de excluir empresas que, de repente, a través de esta disposición puedan 
volver "a la cancha" en lo relativo a la operativa comercial. Si el contador preopinante nos alcanzara un texto alternativo, podríamos 
dar una perspectiva a esas empresas cumpliendo con las obligaciones salariales con los trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo recordar que la redacción original, que hablaba de un pago al contado, fue sustituida y votada en 
Comisión. De todos modos, eso no significa nada porque puede reconsiderarse el artículo. Me parece que fue a propuesta del 
señor Senador Gallinal que se estableció que el monto de la obligación original se cancelará de acuerdo con las modalidades de 
pago vigentes al respecto en el Banco de Previsión Social, lo que incluye el pago en cuotas. 


Entonces, si es de recibo la sugerencia del señor Senador Michelini y mantenemos la redacción -cosa que me parece importante- 
habría que excluir explícitamente el tributo unificado. A mi juicio, esa sería la mejor manera de tener en cuenta lo que había 
propuesto el señor Senador Gallinal en el otro tramo de la consideración del proyecto y lo que plantea hoy el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Sin desmedro de que esa pueda ser la solución final, me pregunto si no sería posible que junto con el 
contador Eibe pudiéramos trabajar en los próximos días para buscar una fórmula alternativa. Creo que la redacción planteada por 
el señor Senador Gallinal está contemplada en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Insisto, me gustaría encontrar una solución 
para que en el caso del aporte unificado la parte salarial sea pagada al contado. En los otros casos, estamos hablando de aportes 
personales y no de salario directo del trabajador. 


Por lo tanto, antes de decidir que la única solución es excluir el aporte unificado, quizás pudiéramos buscar una fórmula que 
contemple todas las partes y así no dejar afuera algunas empresas que con este beneficio puedan ponerse comercialmente a la 
carrera. 


SEÑOR GALLINAL.- Temo que terminemos confundiendo los temas y generando un lío que imagino no está en el ánimo de nadie. 
No podemos olvidar que estamos hablando de los aportes adeudados al 31 de mayo de 2002, y no de aquí para adelante. Además, 
si en lo adeudado a esa fecha hay cargas salariales que el trabajador no ha cobrado y en muchos casos probablemente no vaya a 
cobrar, cuando nosotros establecemos facilidades para que algún día pueda cobrar -y en un plazo por demás breve, ya que se trata 
de seis meses- lo que hacemos es ayudar a dar solución a ese tema. Insisto, se trata de los adeudos al 31 de mayo de 2002 y no 
de ahora en adelante. Tampoco tiene nada que ver -aunque esto no lo expresó el señor Senador Michelini- con lo dispuesto en el 
artículo 1? sobre la rebaja del 50% de los aportes. Esa disminución rige para el futuro, aun cuando incluya las obras que ahora 
están suspendidas. Simplemente quería hacer esa aclaración, lo que no significa que me oponga a que el señor Senador Michelini 
conjuntamente con el contador puedan buscar solucionar un problema en particular que, por ahora, no lo advierto. 


SEÑOR MINISTRO.- Queda claro que optamos por la propuesta que va a presentar el contador Eibe -donde los aportes de la 
construcción quedan incluidos en esto, pero incorporando lo que significa una verdadera retención para poder hacer el pago al 


trabajador- o lo excluimos. Al respecto creo que válidamente el Senado puede optar por cualquiera de los dos caminos, ya que 
ninguno de los dos traería un inconveniente para el Poder Ejecutivo, por lo que la Comisión después decidirá el mejor aspecto. De 
todas maneras es un aporte haber discutido el tema ya que en la redacción inicial del Ejecutivo, tal vez por olvido, había quedado 
relegado. Si no entendí mal, en anteriores oportunidades se había excluido, pero esta propuesta que se plantea puede ser una 
solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con todos los criterios expuestos, de todas maneras permitaseme insistir en que no me 
gustaría perder las referencias de las modalidades de pago vigentes al respecto en el Banco de Previsión Social, dado que a los 
efectos que se persiguen es importante incluir el pago en cuotas. Por eso, respetando todas las opiniones, me sigue pareciendo 
mucho más claro excluir expresamente el tributo unificado. No obstante, la Comisión resolverá al respecto. 


SEÑOR NUÑEZ.- Me había concentrado en el artículo 13 pero, de todas maneras, también me ofrecen dudas los artículos 14 y 15. 


Por lo tanto, me gustaría preguntarle al señor Ministro -ya que anteriormente no tuve una respuesta satisfactoria en ese sentido- 
por qué en la creación de la sociedad anónima para la concesión del Aeropuerto Internacional de Carrasco, se opta por la sociedad 
anónima abierta, cuando en la Megaconcesión se optó por una sociedad anónima de conexiones nominativas. ¿Cuál es la 
diferencia? Me parece que, en definitiva, el hecho de conocer quiénes son los poseedores de las acciones -a pesar de que se 
puedan subastar, vender- representa un elemento positivo, sobre todo tratándose de bienes y de servicios muy importantes para el 
país. 


En cuanto al puerto libre, nuestro Partido político siempre ha tenido algunas reservas, con respecto a este tema a todos los niveles; 
aquí se le adjudica especialmente al Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


En lo que tiene que ver con la Megaconcesión, tenemos exactamente las mismas preocupaciones que con respecto al artículo 13 
del Aeropuerto Internacional de Carrasco. Si bien aquí ya existe un contrato y las concesionarias -o sea que estamos hablando 
sobre algo que ya está hecho- no entiendo por qué razón, por ejemplo, en la ley no se especifica también el plazo, dado que este 
es un mecanismo que va a quedar establecido para siempre. A partir del vencimiento de ese plazo está admitido por ley que se 
vuelva a hacer un procedimiento similar. Me pregunto por qué no se puede, de alguna forma, especificar en la ley que el órgano de 
contralor es la Dirección Nacional de Vialidad, o dar algún tipo de lineamientos sobre cuáles son los contralores que debe hacer 
esta Dirección. También me pregunto por qué no se puede incluir la participación del Tribunal de Cuentas, tal como en el caso 
anterior. 


Sobre el tema de la Megaconcesión, lo único que estamos haciendo es avalar una licitación ya realizada porque, en todos los 
casos, tenemos las empresas adjudicatarias. Por lo tanto, me pregunto por qué al aparecer en esta ley, de alguna forma no 
dejamos algunas constancias similares a las que planteé en el tema del Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


A continuación, quiero referirme, básicamente, al artículo 49. Observo que en la modificación presentada por el Poder Ejecutivo no 
aparecen algunas de las correcciones que había propuesto el señor Senador Barrios Tassano, que implicaban que no existiría 
obligación para aquellas conexiones que fueran superiores a las de OSE, tratando de excluir de esa obligatoriedad a las 
concesiones de Maldonado, especialmente las que son más caras. En ese sentido, se me genera una cantidad de dudas. El 
artículo expresa: "es obligatorio abonar, para todas aquellas propiedades que no realicen la conexión antes indicada, todos los 
cargos fijos que correspondan a dicho inmueble para el caso de conexión, de acuerdo a lo que establezca la reglamentación". 


Si entiendo bien lo que dice esta parte del artículo 49, un frentista a una red de agua o de saneamiento, aun no conectándose o no 
pudiendo pagar -y, por lo tanto, desconectándose si tuviera un contador- igual tendría que pagar la conexión como si estuviera 
conectado. Esto no sucede para la luz eléctrica -porque el que no la quiere pagar porque quiere alumbrarse a candil como en los 
viejos tiempos o por la razón que sea, no está obligado a pagar la tarifa- ni para los teléfonos, ya que el que no lo quiere tener 
tampoco está obligado a pagar por ese servicio. En cambio acá se obliga -a quienes de repente no pueden pagar la conexión y 
entonces quieren estar desligados de ella- a pagar como si realmente estuvieran conectados. Entiendo las razones de salubridad, 
pero también sé de la situación económica que está pasando muchísima gente, por lo que esto me parece una exageración, un 
exceso de la ley. 


Lo mismo ocurre con el hecho de imponer una multa de 10 a 200 Unidades Reajustables, a quienes no quieran estar conectados; 
me parece que si tenemos en cuenta la situación que hoy vive el país, la multa en este aspecto es exorbitante. En realidad va a 
haber mucha gente que no quiera conectarse o no pueda pagar por ella, por lo que una multa de tan alto costo me parece que está 
fuera de las posibilidades de los uruguayos que, obviamente, no van a poder pagar dicha conexión. 


Entonces, me gustaría analizar este artículo en particular, además de que en la Megaconcesión tengo las mismas consideraciones 
que las que hice para la concesión del Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


SEÑOR MINISTRO.- El señor Senador Núñez se refirió, fundamentalmente, a tres temas. Voy a comenzar por los artículos 14 y 15. 
Observo una redacción donde ya se establece que las acciones deben ser nominativas, por lo que supongo que ello resuelve el 
tema. Como todos nos damos cuenta, la sociedad abierta es, sin duda, una sociedad con más controles, es decir que es bueno que 
sea abierta. Además, se dice que es abierta, pero de acciones nominativas y con ello creo que se resuelve el problema, porque 
todos estamos de acuerdo en que queremos saber quién es el concesionario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Inclusive, es más democrático. 


SEÑOR MINISTRO..- Entonces, esta redacción corregida, que seguramente proviene de intercambios anteriores de los miembros 
de la Comisión con el Poder Ejecutivo, resolvería el tema. 


La circunstancia de puerto libre es simplemente la expectativa de buscar ser destino de tránsitos interregionales de carga. El 
territorio fiscal comienza en la zona externa del Aeropuerto y, por lo tanto, desde el punto de vista local, puerto libre o no puerto libre 
no cambia absolutamente nada. Sí cambiaría si mañana el Uruguay -y ojalá así sea- tiene vocación de ser punto de concentración 
de cargas para generar tránsito de distribución dentro de la región; estoy pensando, tal vez, en las provincias argentinas, en el Sur 
del Brasil y demás. Ojalá esto sea así, porque generaría más oportunidades para el país y abarataría los fletes aéreos, porque si se 


produce un tránsito importante de aviones, ese trayecto va a ser más barato para colocar nuestra carga que si se hace venir un 
avión especialmente a buscarla. 


Pienso que, más allá de que pueda no gustar el nombre, desde el punto de vista práctico es simplemente un régimen muy ágil a 
tales efectos. Por otro lado, el Aeropuerto está claramente custodiado y la responsabilidad no es del concesionario, sino de la 
Aduana, de la Policía y demás, que tienen la función de controlar que no salga nada de allí. Francamente, no creo que hacia el 
territorio normal del país haya cambio alguno y esto genera esa expectativa. 


Por otro lado, vamos a tratar de recordar las observaciones del artículo 16 y siguientes en cuanto a la Megaconcesión. 


En primer lugar, el artículo hace referencia clara a una concesión -como señalaba bien el señor Senador Núñez- que ya se dio y, 
por lo tanto, tiene ahí sus plazos y sus condiciones, por lo que no hay incógnitas en ese aspecto. Ya se habrá explicado en alguna 
oportunidad anterior, que esto es lo que le permitiría a la concesión acelerarse y, en consecuencia, generar más trabajo, porque 
puede acceder al crédito, sin los límites que lamentablemente hoy tiene el país. Probablemente -y esperemos que sea así- sea 
también a costos de créditos menores a los que hoy, lamentablemente, el país puede acceder. Por tanto, creo que este artículo, 
que antes era necesario, hoy es absolutamente imprescindible, inclusive, hasta para mantener el plan de obras. Digo esto porque 
los costos que hoy tenemos en el país, aunque disminuyeran, seguirían siendo excesivos para un programa a largo plazo, que está 
calculado con tasas internas de retorno pensando en valores -no quiero dar demasiada información comercial- que a las tasas de 
crédito voluntario a las que hoy accede el país, no serían sustentables. Entonces, confiemos en que un concesionario pueda 
acceder a tasas más normales de mercado, en lugar de sustentarle inversiones de largo plazo. Por todo ello, creo que este tema 
nunca ha sido tan importante como ahora. 


Por otro lado, me consta que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que quiere tener un buen grado de control hasta en la 
forma en que se subcontrata, ha redactado el artículo 17 y siguientes. Como vemos, hay una participación activa en todo momento 
de la Dirección Nacional de Vialidad, asegurándose una no excesiva concentración del trabajo, así como una buena calidad. 


Si queremos tener bien nuestras carreteras, diría que hoy es absolutamente imprescindible dar trabajo y utilizar este procedimiento, 
ya que se trata de una concesión buena y sana; pero, naturalmente, todo está bajo el impacto de los acontecimientos a nivel del 
mercado de crédito regional y local. 


En cuanto a la obligación de conectar, estoy observando dos sustitutivos, que creo que resuelven algunas de las inquietudes que 
tienen que ver con limitar ... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debo recordar que hay un sustitutivo propuesto por el señor Senador Barrios Tassano y otro por el señor 
Senador Heber. 


SEÑOR MINISTRO.- Estoy de acuerdo con ambos, que limitan buena parte de la preocupación que tenemos. Asimismo, creo que 
es razonable que haya un costo que pague el usuario, cuando hablamos de saneamiento, porque se trata de un servicio que no es 
indiferente a la sociedad que lo asuma o no. Si estuviéramos hablando de la televisión por cable, que me conecte o no, a la 
sociedad sí le sería indiferente y por más que se hubiera hecho el tendido frente a mi casa, sería razonable que yo no estuviera 
obligado a conectarme. Pero, el saneamiento refiere a cuestiones más globales, como la salud general de la población, la calidad 
de vida y demás, por lo que son inversiones absolutamente necesarias. Entonces, si no atiendo a un cargo -aunque no esté 
conectado- cuando se ha hecho la obra frente a mi casa, está claro -pese a que mi propiedad ha sido valorizada- que yo, en 
realidad, no estoy contribuyendo demasiado a un objetivo más global que es mejorar la calidad de vida, porque notoriamente voy a 
estar contaminando la napa. Además, aclaro que es el criterio vigente en Montevideo, que cobra aunque usted no esté conectado. 


Creo que si el cobro es moderado, es razonable que haya algún cargo, desde el momento que tengo la red a mi disposición. 
Asimismo, pienso que en muchos casos tenemos que hacer un esfuerzo. Debemos decir que la OSE lo está haciendo con 
determinados programas y, a veces, cuando no se conecta no es por mala voluntad o por dejarse estar, sino porque el vecino tiene 
su instalación incorrecta. Sin embargo, dicho organismo actualmente tiene, para los hogares de bajos ingresos, un programa de 
financiamiento de los materiales y el trabajo, a fin de ayudarlos a conectarse. Pero también está aquello en lo que todos incurrimos, 
O sea, que si es gratis no hacer nada y no hay un control de la frecuencia de uso de la barométrica -y todos tenemos un pozo 
robador- se puede dar una cierta indolencia, que es razonable que tenga un pequeño costo. De lo contrario, la gente se plantearía 
para qué gastar en arreglar la sanitaria, para qué va a pagar a la OSE, si puede funcionar de esa manera, robador mediante. Si no 
tuviera dicho robador, seguramente el costo de la barométrica haría muy deseable la solución de conectarse; pero en la medida en 
que ese control no existe, vamos contaminando las napas y generando problemas que tal vez insuma muchos años superar. 


En muchos casos, como ocurre en la Costa de Oro, como no hay saneamiento no hay más remedio que hacerlo. Existen 25.000 
conexiones que no se han hecho pese a tener saneamiento en la puerta, que se pagaron con cargo a impuestos, con programas 
del BID y del Banco Mundial, en los últimos 20 años y que, en definitiva, pagamos entre todos. Entonces, me parece razonable que 
haya algún cargo para incentivar el hecho de que la gente se conecte, cuando hay 25.000 conexiones que no se han hecho, reitero, 
teniendo saneamiento en la puerta desde hace años. Este es un punto que hemos discutido en reiteradas oportunidades en el 
Parlamento y por eso lo encaro con mucha delicadeza. Pero creo que hemos llegado a un punto en el que, sin duda, debe 
establecerse un cargo para aquellos casos en que se tiene el saneamiento en la puerta y un programa de colaboración para 
financiar los materiales necesarios para realizar la conexión, aunque también puede ocurrir aquello de que no hacer la conexión es 
gratis y, entonces, ¿para qué se va a pagar? Obviamente, la respuesta a esta pregunta es que la conexión debe hacerse, porque 
de esa manera se está contribuyendo a la salud pública y a la calidad del medio ambiente. Me parece que para quien no hace la 
conexión debería existir algún demérito y, precisamente, ese es el punto de equilibrio que estaría procurando este artículo con la 
modificación propuesta, con la cual estoy de acuerdo. 


SEÑOR NUÑEZ.- Me ha llegado un memorándum de los pobladores de Palmar, que está vinculado con el literal b) del artículo 25 y 
refiere a una aspiración que ellos han manifestado. Concretamente, tendríamos que ver si es posible dar alguna garantía con 
respecto a las viviendas que circundan la represa. 


SEÑOR MINISTRO.- Realmente este tema no ha estado todavía a nuestra consideración y, en tal sentido, nos gustaría realizar 
alguna consulta al respecto. 


Solicito un cuarto intermedio de cinco minutos. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el cuarto intermedio solicitado. 
(Se vota:) 

6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

(La Comisión pasa a cuarto intermedio) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la sesión. 


Luego de haber realizado algunas consultas informales con otros señores Senadores, creo que podríamos reiniciar el trabajo de la 
Comisión sobre este proyecto el día martes a las 9 horas, a fin de destinar la totalidad de esa jornada a la consideración del 
proyecto de ley. Este es un criterio que me permito sugerir y si existen otras propuestas, me gustaría que se plantearan. 


SEÑOR GALLINAL.- En el transcurso de las últimas sesiones de la Comisión presentamos tres artículos referidos al tema forestal, 
con el propósito de introducir un nuevo capítulo al proyecto de ley. Dichos artículos fueron fundamentados y al respecto 
conversamos con el Poder Ejecutivo a través del señor Prosecretario, doctor Costa, quien nos ha expresado su opinión positiva con 
relación a incluirlos en la iniciativa. Asimismo, de este asunto hablamos con el señor Ministro cuando todavía integraba el Senado y 
también estuvimos de acuerdo en incorporar estos artículos. Simplemente, nuestra intención es reiterar nuestro interés en este 
sentido al señor Ministro y entregarle una última redacción que establece más claramente el objetivo que buscamos a través de 
estas disposiciones, lo cual también lo conversamos con el señor Prosecretario de la Presidencia, doctor Costa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. Entonces, vamos a fotocopiar y a distribuir entre los miembros de la Comisión esta propuesta del 
señor Senador Gallinal. 


SEÑOR MINISTRO..- Señor Presidente: si sobre el texto básico del proyecto de ley no hubiera otro comentario, quisiéramos decir 
unas palabras respecto a lo que acaba de manifestar el señor Senador Gallinal. 


Efectivamente, estamos de acuerdo, aunque tenemos la duda que tuvimos en aquel momento. Simplemente habría que hacer un 
cotejo jurídico para no contradecirnos, ya que hay una reglamentación muy especial en materia forestal, con derecho de superficie, 
etcétera, pero sí estamos de acuerdo en dar normas que faciliten las situaciones. 


Quisiéramos hacer llegar a la Comisión dos asuntos para incorporar al proyecto de ley -si este fuera el temperamento del Cuerpo- a 
fin de que se estudie la posibilidad de su consideración en su momento, cuando aquel se apruebe. El primero refiere a facilitar 
algunas modalidades de crédito al consumo que, como todos sabemos, es uno de los temas que tenemos en análisis. Se 
propondría modificar el artículo 3% de la Ley N* 3.299, relativa a la Caja Nacional de Ahorros y Descuentos, que es la que sigue 
generando el sustento jurídico para el llamado crédito social del Banco de la República. 


La capacidad de retener parte del salario que tiene el Banco de la República hoy está limitada a los préstamos en efectivo que le 
hace al funcionario o trabajador cliente. La idea es dar al Banco de la República -después veremos alguna otra situación también 
de administradoras privadas- la posibilidad de ampliar la capacidad de crédito a otorgar a las personas para la adquisición de 
bienes y servicios locales a través de tarjetas de crédito u otras modalidades de crédito administrado. Hoy se puede acceder a un 
crédito relativamente importante en efectivo, pero en la tarjeta u orden de crédito no se tiene esa misma capacidad, sino que hay un 
límite. Las tarjetas que otorga el Banco de la República -incluso a funcionarios del Estado- tienen un límite muy bajo, aunque más 
de financiamiento que de compra. 


La idea apunta a que si habilitamos este procedimiento bajo firma del trabajador y demás, éste podría tener un mayor límite de 
financiamiento de la compra a través de las tarjetas del Banco de la República. Pensamos que esta sería una herramienta más 
para que el Banco de la República pueda ampliar sus líneas de crédito. 


Parecería oportuno que en ciertas circunstancias relativamente o bastante reguladas, el procedimiento mencionado se pudiera 
hacer extensivo a algunas administradoras de crédito. Pues bien, si fuera de recibo el primer temperamento -esperamos que sí, 
porque entiendo que es una mecánica que en este momento ayuda a la familia a financiar, y desde el punto de vista del salario no 
es peor que ir a pedir el préstamo en efectivo- se plantea ahora la posibilidad de extender esta facilidad a los créditos que se 
otorguen para bienes y servicios consumidos o utilizados en la República -es decir locales- no en el exterior ya que, digamos, no 
parece buena cosa comprometer el salario para hacer un viaje a Florianópolis. Estamos tratando de apuntar a la persona que tiene 
dificultades de crédito para el consumo básico, en el que por ejemplo está incluido el aceite, más allá de que sea nacional o 
importado. Por otro lado, la suma de intereses, comisión y cualquier otro cargo originado en el referido crédito, no superará la de 
los préstamos otorgados por la División de Crédito Social del Banco de la República. Quiere decir que la extensión de esta facultad 
a una administradora de crédito se puede realizar en la medida en que se destine al consumo local y su costo no sea superior al del 
Banco de la República. 


Como los señores Senadores pueden apreciar, se trata de una extensión muy regulada y no lo hacemos con toda tranquilidad; en 
principio y en condiciones normales, personalmente no somos muy partidarios del descuento sobre el salario a pesar de que en la 
actualidad lo practican -y sin mayores límites en cuanto a lo que pueden cobrar- numerosas organizaciones que financian el 
consumo. En materia de intereses, el Banco de la República está bajo la sugerencia del Gobierno, pese a su autonomía técnica y 
económica. Lo cierto es que todo esto se está llevando adelante para ver si podemos hacer llegar un crédito a una tasa de interés 
algo menor. Nos parece razonable, hasta como postura, que también se pueda acceder por otros agentes del mercado -porque lo 
que se busca es aumentar el crédito y entonces no habría razón para limitarlo- pero hemos establecido estas dos limitantes a 
consideración de la Comisión -reitero: que el consumo sea local y que el costo completo del crédito no supere el del Banco de la 
República- a fin de poder comprometer en el repago algo del salario. 


Esto está relacionado con la forma en que ampliamos la capacidad de crédito que la persona pueda tener, a la que por supuesto 
deberá informarse debidamente en el sentido de que el procedimiento no se aplicará a cualquier tarjeta de crédito sino que se trata 


de una línea de crédito dentro de la tarjeta. No quiere decir que cualquier cosa que se compre con la tarjeta va a poder ser 
descontada del salario. 


No es así; es una línea de crédito sólo para consumos locales, salvo que la tarjeta misma fuera sólo local, pero no conozco ninguna 
con esta característica, ya que las supuestamente locales siempre permiten compras en los países de la región. 


Esta sería, entonces, una línea de crédito dentro de una tarjeta de crédito que para poder ser descontada del salario debe tener 
cargos no superiores al del Banco de la República y ser destinada sólo a consumos locales. Si en el resto de las situaciones se va 
a querer usar o no, no sé; me parece bueno "dejar la puerta abierta" para hacerlo. Ya hemos consultado a las autoridades del 
Banco de la República, que han demostrado interés respecto a este tema. Sentimos que es una manera, no digo fundamental ni 
nada que se le parezca -porque seguramente hay otros temas macroeconómicos que hacen mucho más a la cuestión que este- 
pero nos parece que en este momento es un instrumento más de interés. 


SEÑOR NUÑEZ.- Voy a estudiar la propuesta, pero en principio me parece aceptable si al mismo tiempo que se estudió la 
necesidad de ampliar las posibilidades de crédito al consumo, se analizó también alguna posibilidad de ampliarlo para la 
producción nacional, ya sea el mercado interno o de exportación. Estoy hablando de algo así como anticipos de producción. Creo 
que la capacidad de garantías reales para los créditos en algunos niveles está agotada, pero se podría ver la posibilidad de dar 
anticipos sobre la producción, lo que sería muy bueno para la reactivación de la producción del mercado interno -esa es una de las 
grandes dificultades que tiene- y de la exportación. 


SEÑOR MINISTRO.- Más allá de que el consumo local puede, eventualmente, tener algún complemento, lo comparto porque todos 
conocemos las dificultades de acceso al crédito que tiene el aparato productivo. Estamos trabajando con el Banco Interamericano 
de Desarrollo -en el día de ayer hicimos algún comentario periodístico- para que llegue la mitad del multisectorial, o sea, U$S 
90:000.000 que vienen como línea de crédito para financiar inversiones y prefinanciar exportaciones con el plazo de un año, es 
decir que el crédito sería por un año como mínimo. Lo que se pretende es que no sea una mera línea de descuento a corto plazo, y 
antes de que termine el mes estará disponible por el sistema bancario público y privado. 


SEÑOR NUÑEZ.- Me refería al mercado interno. 
SEÑOR MINISTRO..- Apuntaba a la producción nacional, sea dirigida al mercado interno, porque financia inversiones, o al externo. 


Por otra parte, estamos procurando buscar algunas formas de crédito vinculadas a lo que señalaba el señor Senador. Hay un 
trabajo que está realizando el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, manteniendo conversaciones con la Bolsa, y mañana 
tendremos información a propósito del sector agropecuario, en cuanto a los cultivos de verano. 


También hay un trabajo que está haciendo el Banco de la República para que los sectores exportadores puedan mejorar su acceso 
al crédito, de pronto utilizando algo de lo que ya se ha establecido, viendo la forma de usarlo como fondeo o garantía. A su vez, en 
la medida en que lo sustancial, que es la confianza, vuelva y que no menos de U$S 1.000:000.000 que están en los colchones 
comiencen a volcarse a los bancos -esa cifra surge de las importaciones de papel moneda que hemos hecho en los últimos seis 
meses- hay un fuerte interés de parte de las autoridades económicas y del Gobierno de alentar rápidamente la cadena de crédito, 
porque sentimos que están dadas todas las condiciones para crecer y para que se genere trabajo, ya que hoy tenemos un 
problema de desfinanciamiento realmente importante en la producción. Los exportadores nos dicen que los precios y las 
posibilidades están bien y ya comienzan a preguntar, en caso de que ellos se amplíen e inviertan, si el Gobierno estaría dispuesto a 
canalizar el Impuesto a la Renta, a lo que les dijimos, por supuesto, que sí. Cuando un empresario está pensando que va a pagar 
Impuesto a la Renta y que lo tiene que reinvertir, denota que hay sectores exportadores que sienten que pueden ampliarse 
sustantivamente, que es lo que todos queremos. Seguramente a los que trabajan para el interior, la nueva relación de precios los 
ayuda mucho. 


Resulta que, en el arranque, tenemos un angostamiento del crédito pocas veces visto, aunque insisto en que hay paliativos y 
estamos trabajando en ellos para ver de qué manera uno se fondea para liberar algo el crédito. Hay algunos bancos que están 
armando líneas y volviendo a la carta de embarque que los exportadores habían dejado de utilizar porque acá había créditos muy 
baratos. Esos son los instrumentos de muy corto plazo. Lo sustantivo es que vuelva la confianza y que los bancos logren tener otro 
grado de liquidez. Claramente hay una política tendiente a favorecer rápidamente el crédito al menor costo posible. En eso no 
tenemos diferencias de visión. 


Simplemente aproveché para hacerles un comentario de actualidad e informarles sobre lo que estamos trabajando, para que los 
integrantes de la Comisión sepan que la preocupación es común. 


SEÑOR COURIEL.- Como bien dijo el señor Senador Núñez, vamos a estudiar esta propuesta, aunque no sé -y lo comentaba 
recién con el señor Senador Brause- si es posible controlar realmente que uno pague todo un paquete turístico con una tarjeta de 
esa naturaleza, con ese crédito. Realmente, no sé si eso es controlable. 


Quería aprovechar la oportunidad para hacer una reflexión a propósito de este crédito o de otros. A mi entender, cuanto antes 
habría que buscar reafirmar la moneda nacional y habría que instrumentar una unidad reajustable. El problema más grave que se 
suscitó con la plaza bancaria es la dolarización la que, de alguna manera, se estuvo fomentando. Seguramente, se podrá salir de 
esto gradualmente y no de otra manera, pero sería un elemento extraordinariamente positivo el que pudiéramos avanzar, lo más 
posible, en tener créditos y depósitos en moneda nacional con unidades reajustables para salir de esa dolarización. 


SEÑOR MINISTRO.- A partir del 1? de julio empezó a marcar el valor la unidad indexada que, sin duda, puede ser un instrumento 
interesante para muchas transacciones. Hasta que no haya una estabilización económica y hasta de expectativas, creo que no vale 
la pena en insistir públicamente en estos instrumentos para no desgastarlos. Sin embargo, no tengo ninguna duda, en cuanto a la 
moneda de transacción -e imagino consumo de bienes durables y semidurables- de que hay que empezar a desdolarizar la cabeza 
de la gente, cosa que ahora es relativamente sencillo porque las personas están preocupadas por el endeudamiento a mediano y 
largo plazo en dólares. Pienso que una vez vuelta la confianza, unidades de esta naturaleza van a tener un recibo razonable. 


SEÑOR COURIEL.- Lo que voy a decir es algo mucho más difícil y, de ninguna manera, se puede realizar en estos momentos 
mientras dure la desconfianza. El dólar se escapó y los deudores en esa moneda son un problema. Por tanto, lo que pido es que el 
tema se estudie pues, de pronto, se podrían alargar los plazos o buscar algún otro mecanismo porque se va a terminar afectando la 
cadena de pagos. Al respecto, estoy a las órdenes en lo que pueda colaborar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Finalizando la sesión quería dar cuenta de unos artículos que ya están en poder de los señores 
Senadores porque fueron distribuidos. Me refiero a un proyecto de la Cámara de Turismo para la declaración del turismo como 
industria de exportación y su inclusión en este proyecto. Luego le podríamos solicitar la opinión al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Queda un pequeño aspecto que el contador Eibe va a explicar, a propósito de tres artículos que tienen que 
ver con la resolución de un problema contable de las empresas y, por tanto, indirectamente están relacionados con la reactivación. 
Se trataría de ayudarlas a postergar contablemente la manifestación de algunas pérdidas, fruto de la situación del tipo de cambio y 
demás -lo que ya se hizo en 1983- porque, de lo contrario, quedarían con sus balances en una posición muy débil y, por ende, con 
restricciones de acceso al crédito. O sea que, de última, esto tiene que ver con la reactivación. 


Sin embargo, me quería referir a lo que el señor Presidente manifestó. 
(Dialogados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a dejar que el señor Ministro continúe. 


SEÑOR MINISTRO.- Sólo quería dejar una constancia sobre el tema turismo y enseguida, si la Mesa lo permite, pasaríamos a la 
explicación del contador Eibe. 


Nosotros tenemos el mejor ánimo con respecto al tema turismo; se ha hecho una inversión muy relevante y es un destino bien 
importante. Ahora bien: el tratamiento fiscal del turismo como industria exportadora representaría una pérdida muy grande, porque 
significaría un reintegro del IVA que hoy pagan todos los turistas como consumidores finales. Por lo tanto, se trata de una carga 
muy grande en un momento en que la recaudación está cayendo mucho y en algunos casos es de muy difícil control. 


Quería señalar esto para decir que no creo que hoy se pueda pensar en este tema; no es que uno no quiera, sino que no es posible 
dado el estado de la recaudación. Seguramente es una exportación de servicios en algunos casos, cuando hablamos de un turista 
extranjero, y ojalá el país estuviera en condiciones de hacerla. No discrepo con la filosofía de la idea. Hay países, incluso, que 
hasta devuelven el IVA de las compras locales hechas por el turista, porque tienen una organización fiscal y una situación de caja 
que se lo permite. 


No hay un tema filosófico en esto, sino una situación de imposibilidad de caja al día de hoy. Por lo tanto, lo único que pediría a la 
Comisión es que este planteo permanezca aquí, porque el Poder Ejecutivo no tiene posibilidades de solventarlo; tal vez cuando las 
cosas mejoren un poco en términos fiscales, se pueda empezar a habilitar parcialmente para algunas situaciones y se haga una 
segunda discusión, pero al día de hoy, reitero, no estamos en condiciones. 


SEÑOR EIBE.- Como señalaba el señor Ministro, estos artículos tienen por objeto diferir las pérdidas emergentes de las 
modificaciones del tipo de cambio por operaciones concertadas con anterioridad al 30 de junio de 2002, y se trata de una solución 
que reconoce antecedentes en dos decretos-ley, que son el N* 15.425, de julio de 1983, y el N* 15.588, de julio de 1984. 
Evidentemente, tienen un doble propósito: por un lado, establecer una situación de mayor solvencia contable en las empresas y, 
por otro, en atención a la Ley de Sociedades Comerciales, evitar que algunas entren en la hipótesis de liquidación. Con algunas 
variantes, se recoge la solución que se dio en los decretos-ley a que hice referencia, estableciendo la posibilidad de que las 
pérdidas que se activan se amorticen en plazos de tres a cinco años, pero señalando que en caso de existir utilidades contables 
deben aplicarse, en primera instancia, a la absorción de esas pérdidas, de modo que esos períodos de amortización no queden 
como algo fijo sino como algo que se debe absorber contra la ganancia correspondiente. 


El último de los artículos propuestos -allí se produce una variante con respecto a la redacción de los mencionados decretos-ley- 
establece que, formulada la opción prevista en un artículo que aún no tiene número pero que se incorporaría al articulado general 
de la ley, los contribuyentes del IRIC y del IRA podrán optar por activar y amortizar las referidas diferencias de cambio con arreglo a 
lo dispuesto por la presente ley, o imputarlas como pérdida fiscal de acuerdo al régimen general. 


Es decir que se establece la posibilidad de que exista diversidad de tratamiento entre lo que es la base contable y la base fiscal. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que la Comisión estudiará estas propuestas. 
Agradecemos muchísimo al señor Ministro y al contador Eibe la asistencia que han prestado al trabajo de esta Comisión. 


SEÑOR MINISTRO..- Señor Presidente: nosotros somos los agradecidos, pues la verdad es que necesitamos estos instrumentos en 
cuanto sea posible para poder seguir dando esta pelea. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda queda convocada para el próximo martes a la hora 9, y será presidida por el 
señor Senador Heber. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 5 minutos.) 
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